
gestación y aplicación de normas y están-
dares son los principales fines de dicha coo-
peración, como pone de relieve VAN AAKEN

en el caso de los mercados financieros y GLA-
SER para el sector de la seguridad social. 

Un aspecto común en todos los secto-
res de referencia analizados es el relativo
al importante papel que desempeñan los
estándares internacionales en la gestación
y aplicación de las normas jurídicas. La
centralidad de los estándares en el Dere-
cho administrativo internacional justifica
sobradamente el tratamiento individual de
este tema en la ponencia de Hans Christian
RÖHL, que nos demuestra su presencia en
otros ámbitos fuertemente internacionali-
zados y que no son analizados específica-
mente en esta obra colectiva. Este autor
clasifica los estándares internacionales, de
acuerdo con su origen, entre: los estándares
aprobados por organizaciones internacio-
nales de base privada (como es el caso de la
ISO, o International Organization for Stan-
dardization); los estándares aprobados por
organizaciones internacionales formales,
creadas en base a un tratado internacional
(Codex Alimentarius); los estándares apro-
bados por organizaciones internacionales
secundarias, como la ICAO (International
Civil Aviation Organisation) o la IMO (In-
ternational Maritime Organisation), y los es-
tándares provenientes de la cooperación
transnacional de organizaciones indepen-
dientes (Comité de Basilea). A pesar de las
enormes diferencias existentes en cuanto a
su origen, los estándares internacionales se
caracterizan, en todos los casos, por su ca-
rácter no vinculante.

Con todo, quizás el tema más amplia-
mente debatido en el Derecho administra-
tivo internacional es el del relativo a la le-
gitimación democrática de algunas de sus
manifestaciones. Así, en diversos sectores,
la cooperación transnacional tiene lugar
sin ninguna base jurídica previa que con-
vierta a las redes de cooperación en sujetos
de Derecho internacional público y sin que
exista ninguna habilitación legal específi-
ca por parte de sus respectivos Estados de
origen (VAN AAKEN). 

Se ha puesto también de relieve que la
estandarización internacional, tanto de ori-
gen público como privado, atenta contra el

principio democrático debido, por un lado,
a su marcada sectorialización y, por otro
lado, a su falta de transparencia. Algunos
autores intentan relativizar la importancia
de este problema subrayando el carácter
extrajurídico de los estándares y, más en
concreto, su falta de vinculatoriedad jurí-
dica. Se argumenta así que los estándares
internacionales son de carácter voluntario
y que, por tanto, no les es exigible tampoco
legitimación democrática alguna. Este ar-
gumento suele venir acompañado de la
constatación de que, en todo caso, la in-
corporación de los estándares nacionales
se produce a través de los procedimientos
comunitarios, que ya se consideran por lo
general suficientemente legitimados (así,
OHLER y LEPSIUS). Otros autores, para com-
pensar la falta de legitimación democrática
de los nuevos procedimientos de gestación
normativa, proponen medidas alternativas,
para mejorar la calidad democrática, en
forma de mejoras en materia de transpa-
rencia, publicidad y participación en los
procedimientos de gestación de normas
(VAN AAKEN). 

Este tipo de discurso respecto de la le-
gitimación democrática en la globalización
pone de relieve los numerosos puntos en
común que existen entre los trabajos del
Global Administrative Law (como recono-
cen explícitamente RUFFERT y MÖLLERS),
aun cuando pretendan destacarse las dife-
rencias existentes entre los dos enfoques,
particularmente en lo que atañe al papel
de los Estados en la era de la globalización
(LADEUR). 

M. Mercè DARNACULLETA I GARDELLA

Universidad de Constanza
(Alemania)

MUÑOZ MACHADO, Santiago: Tratado de De-
recho administrativo y Derecho público
en general, vols. I a IV, Editorial Iustel,
Madrid, 2011, 1.128 págs.

Los diversos volúmenes con los que el
profesor MUÑOZ MACHADO va configurando
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su importantísima obra Tratado de Derecho
administrativo y Derecho público en general
se esperan con una gran expectación que
nunca se ha visto defraudada. El duro em-
peño personal en ir configurando una obra
de estas características, una reflexión ge-
neral y personal sobre la realidad de nues-
tro Derecho administrativo, es algo que está
en manos de muy pocos autores. Por esta
razón, la aparición del volumen cuarto del
Tratado, dedicado a la actividad adminis-
trativa, al tiempo que se reordena el conte-
nido del primer volumen, debe ser desta-
cada como una feliz noticia que nos deja a
la espera de la culminación de la obra con
la aparición del último volumen, lo que con-
fiamos sea en fecha cercana.

El Derecho administrativo español exigía
la puesta al día de sus instituciones básicas,
tarea que se acomete en la obra que co-
mentamos. Nuestro Derecho administrativo
vigente se forjó en los años 1950 como ins-
trumento dirigido a racionalizar una Admi-
nistración reducida, centralizada y falta de
legitimidad democrática. Los jóvenes ad-
ministrativistas de aquel momento (los
maestros de todas las generaciones sucesivas
hasta nuestros días) tuvieron la lucidez de
entender que, sin perjuicio de las circuns-
tancias políticas concurrentes, la mejora de
vida de las condiciones de los ciudadanos
españoles requería una Administración me-
jor organizada, sujeta a unas reglas previas
y sometida a medios de control eficaces.
Acometieron así la construcción de un De-
recho administrativo de impecable factura
técnica, con el que consiguieron dotar a las
Administraciones de una estructura propia
y medios personales funcionales para los
cometidos que se exigían a los poderes pú-
blicos de aquel momento (Ley de régimen
jurídico, leyes de entidades estatales autó-
nomas, función pública, régimen local), se
dotó a las Administraciones del cauce legal
para adoptar sus decisiones reconociendo
la presencia de los interesados (Ley de pro-
cedimiento) y se establecieron los medios
de garantía frente a la actividad adminis-
trativa (Ley de expropiación y regulación de
la responsabilidad administrativa y Ley de la
jurisdicción contencioso-administrativa). El
poder se sometió al Derecho al mismo tiem-
po que se permitía a la Administración aco-

meter de forma ordenada y previsible las ta-
reas que se le iban exigiendo.

El Derecho que nuestros maestros lle-
varon a las páginas de los boletines oficia-
les del Estado fue, a su vez, el Derecho so-
bre el que se construyó nuestra disciplina.
Es el Derecho que busca el equilibrio entre
la potestad administrativa y las prerrogati-
vas públicas y los derechos e intereses de
los ciudadanos, que hace del acto adminis-
trativo unilateral el centro de las formas de
actuación administrativa, que se preocupa
algo menos de las formas organizativas y
que trata de avanzar decididamente en la
reducción de las inmunidades del poder. El
examen del quehacer de la Administración,
lo que hemos calificado como la parte es-
pecial, servía para construir la teoría gene-
ral sobre las formas de actividad, la poli-
cía, el fomento y el servicio público.

La posición del Estado en relación con
la sociedad, y por tanto también de la Ad-
ministración respecto de los ciudadanos,
ha sufrido desde entonces cambios radica-
les. No sólo estamos instalados en un Es-
tado democrático, sino que la Administra-
ción ha pasado a asumir nuevas tareas y se
ha desprendido de otras. El Derecho admi-
nistrativo ya no puede ser el mismo, sus
instituciones fundamentales responden a
parámetros diferentes. Y, no obstante, sal-
vo el reconocimiento de la nueva realidad
constitucional y democrática en la que se
desenvuelve este Derecho, no ha existido
un esfuerzo de replanteamiento general de
nuestras instituciones, de su significado ac-
tual y de su utilidad para explicar la nueva
realidad.

A finales de los años setenta, el profe-
sor NIETO publicó un sugerente artículo,
«La vocación del Derecho administrativo
de nuestro tiempo», cuyas importantes re-
flexiones creo que quedaron en buena me-
dida orilladas por el advenimiento de la
Constitución. El nuevo texto constitucio-
nal obligó a acometer la tarea de construir
el nuevo Estado social y democrático de
Derecho, que a su vez reconocía el derecho
a la autonomía de sus nacionalidades, re-
giones y entes locales. Poco después, la en-
trada en la Unión Europea supuso un ven-
daval purificador de viejas prácticas que
obligó a revisar determinadas inercias e im-
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puso el nuevo reto de integrar en nuestro
sistema un nuevo ordenamiento fundado
en principios propios. 

Estas importantes tareas se asumieron
de forma decidida por la doctrina admi-
nistrativa, que brilló de nuevo a gran altu-
ra. El Derecho administrativo se puso al
servicio de la construcción del Estado au-
tonómico, de la integración del Derecho eu-
ropeo y de la construcción de los nuevos
aparatos administrativos con los que ir dan-
do respuesta a las nuevas exigencias de la
sociedad. Y hasta 2008 podríamos decir que
con notable éxito. España ha vivido en los
últimos años un proceso general de creci-
miento único en su historia.

Pero seguramente por esta misma rea-
lidad y las exigencias derivadas de los pro-
cesos constitucionales y de incorporación al
ordenamiento europeo, los esfuerzos se han
centrado en ir dando respuesta concreta a
cada problema sin poder levantar la vista y
acometer una reflexión de carácter más ge-
neral sobre el Derecho que se iba utilizan-
do y, en cierta medida, modificando de
modo parcial ante cada nueva necesidad.
De este modo se ha construido un nuevo
Derecho administrativo que necesita ser ex-
plicado a partir de las mutaciones que han
sufrido las instituciones básicas sobre las
que se asienta.

Pues bien, es en este punto donde en-
tiendo que se sitúa la aportación del profe-
sor MUÑOZ MACHADO. Desde la sólida altura
doctrinal que le ofrece la aportación de sus
maestros, acomete el esfuerzo de explicar el
Derecho administrativo a partir de la nue-
va realidad a la que sirve, y por tanto desde
la preocupación inicial por identificar las
tareas sustantivas que hoy corresponden a
la Administración. La explicación de lo que
es el Derecho administrativo debe partir de
la identificación de aquello que está llama-
do a regular, que es muy diferente de lo que
se exigía en el siglo XX.

En este sentido, en la presentación del
primer volumen se afirma que el Derecho
administrativo clásico se consolidó en un
marco constitucional e ideológico que ha
desaparecido casi por completo. El legi-
centrismo, el estatalismo, la centralización
y el nacionalismo económico ya no existen.
El legicentrismo ha dado paso a un orde-

namiento de una extraordinaria compleji-
dad que debe integrar las normas locales,
autonómicas, estatales y comunitarias res-
petando el principio de autonomía. Frente
al estatalismo que ordena la vida del admi-
nistrado, surge el ciudadano que reclama
sus derechos individuales y exige partici-
par en la configuración del interés colecti-
vo. El centralismo ha dado paso a una pro-
funda descentralización territorial que se
configura como un proceso tendencial de
futuro abierto, y el nacionalismo económi-
co ha sido sustituido por el liberalismo y
el predominio del mercado.

Sobre esta nueva realidad se van confi-
gurando los diversos volúmenes del Tratado,
que de este modo nos ofrecen la recons-
trucción de las instituciones básicas de esta
rama del Derecho público. Por lo que se re-
fiere al volumen relativo al ordenamiento
jurídico, destacaría el tratamiento dado a la
relación del ordenamiento interno con el
ordenamiento comunitario, con especial
atención a la posición de la Constitución
española respecto al Tratado constitutivo y
el Derecho derivado comunitario, lo que
supone reconocer la limitación del poder
constituyente y la existencia de una verda-
dera mutación constitucional.

En el volumen dedicado a la organiza-
ción, y dentro del estudio de la Adminis-
tración central, adquiere especial relevancia
el estudio de las autoridades de regulación,
figura organizativa que responde precisa-
mente a las nuevas funciones de la Admi-
nistración en relación al gobierno de la eco-
nomía. La nueva función de regulación, que
se estudia en el volumen dedicado a la ac-
tividad administrativa, ha exigido crear un
nuevo tipo de ente separado de la Admi-
nistración activa y legitimado por su ex-
pertise y su independencia. 

El último volumen que se nos ha entre-
gado recientemente responde directamen-
te al método que domina toda la obra.
Como hemos apuntado, para el profesor
MUÑOZ MACHADO, el Derecho administrati-
vo sólo puede explicarse a partir de las ta-
reas sustantivas hoy encomendadas a la Ad-
ministración. Estas tareas son hoy las
propias de un Estado regulador y garante.
A partir de esta constatación se construye
de forma particularmente brillante este vo-
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lumen, en el que se replantea la tradicio-
nal división de las formas de intervención
administrativa basadas en los conceptos de
policía, fomento y servicio público. El hacer
administrativo, y por tanto el Derecho que
habilita y limita al mismo tiempo esta ac-
tuación, sólo se puede comprender en toda
su extensión si se tiene en cuenta la nueva
posición de la Administración en relación
con la sociedad a la que sirve. Los nuevos
procedimientos, la contribución privada a
la formulación de instrumentos regulato-
rios, la introducción de los conceptos de
servicios de interés general, económicos y
no económicos, la evolución de los contro-
les ex ante a los controles ex post, y la su-
misión general de la actividad administra-
tiva a las reglas del mercado, configuran el
nuevo Derecho administrativo de una Ad-
ministración plural que debe adaptarse a
los requerimientos propios de la sociedad
europea en la que se inserta.

Por todas estas razones, el Tratado de
Derecho administrativo y Derecho público
en general constituye una aportación de
inestimable valor que nos ofrece la nueva
plataforma sobre la que asentar la com-
prensión de las instituciones propias del
Derecho administrativo del siglo XXI, insti-
tuciones que sin duda deberán, a su vez,
tomar posiciones ante los nuevos retos que
la crisis económica va a exigir a nuestras
Administraciones. 

Joaquín TORNOS MAS

Universidad de Barcelona

PARENTE, Alessio: Principios de Derecho Eu-
ropeo de la Energía, Thomson-Reuters-
Aranzadi, Cizur Menor (Navarra), 2010,
322 págs.

Estamos ante la primera monografía del
joven doctor y profesor Alessio PARENTE.
Una monografía con la que se presenta ante
la comunidad científico-jurídica y que en-
cuentra inspiración en la tesis que su au-
tor defendiera allá por el mes de junio del
año 2009. Y digo inspiración en un sentido

estricto, pues es lo cierto que este libro
(adaptado al Tratado de Lisboa y que in-
cluye las más recientes Directivas en la ma-
teria) tiene poco que ver con aquel trabajo
de investigación (salvo en lo que atañe a su
argumento principal), del que se aleja tan-
to en la forma como en su fondo o conte-
nidos. De hecho, bien puede decirse que el
manuscrito objeto de esta recensión cons-
tituye una novedad y contribuye, desde el
rigor y la madurez que el paso del tiempo
ha dado a su autor, a sentar las bases, jus-
tamente, de un Derecho europeo de la ener-
gía. Derecho que este libro ayuda a com-
prender, partiendo del estudio y análisis, y
posterior fijación, de sus bases axiológicas.
Lo que lo convierte, dicho sea entre parén-
tesis, en una obra de necesaria consulta
para todos aquellos que en alguna ocasión
nos hemos asomado a esta incipiente rama
del Derecho, o a aquella otra más general
en la que se inscribe: el Derecho público
económico. Una obra que, por lo demás,
cuenta con el aval —en forma de prólogo—
de la profesora Carmen CHINCHILLA MARÍN,
catedrática de Derecho administrativo en
la Universidad de Alcalá de Henares y per-
fecta conocedora de estos temas.

Dicho esto, vayamos aquí a lo que en ver-
dad importa: dar noticia del fondo o de los
contenidos de este libro. Los Principios de
Derecho Europeo de la Energía comienzan,
como es costumbre, con una parte intro-
ductoria que da forma a su capítulo primero.
Un capítulo en el que el autor, amén de pre-
sentarnos los instrumentos y herramientas
conceptuales necesarios para una mejor com-
prensión y lectura del resto del libro, esboza
las etapas esenciales que —a su juicio— han
llevado al nacimiento de este Derecho sec-
torial de la Unión Europea; al tiempo que
nos propone una novedosa clasificación o
sistematización funcional del mismo. Más
en concreto, Alessio PARENTE afirma la exis-
tencia de una distinción básica entre dos cla-
ses de objetivos principales en lo que a la po-
lítica energética comunitaria se refiere: los de
garantía y los de promoción. A su vez, y entre
los primeros (los de garantía), incluye el au-
tor los objetivos de buen funcionamiento del
mercado y de seguridad de abastecimiento
energético (sobre los que se volverá después).
Mientras que entre los segundos (los de pro-
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